
INTERPRETACIÓN Y ALCANCES DEL RECURSO
DE CASACIÓN ARGENTINO Y LA GARANTÍA

DE LA DOBLE INSTANCIA

Sinopsis: Aplicando la teoría alemana de la Leistungsfähigkeit, es

decir, del “agotamiento de la capacidad de revisión” o de la “capa-

cidad de rendimiento”, la Corte Suprema de la Nación Argentina

interpretó los alcances del recurso de casación y determinó que la

facultad revisora no se limita a cuestiones de derecho, sino que

incluye también a los hechos, excepto las derivadas de la inme-

diación procesal. El tribunal estableció que este criterio es acorde

con la garantía de doble instancia reconocida en la Convención

Americana sobre Derechos Humanos —artículo 8.2.h— y el Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos —artículo 14.5— a

través de su incorporación constitucional. La sentencia está

acompañada de tres votos concurrentes.

Synopsis: By applying the German theory of Leistungsfähigkeit
or of the “exhaustion of review capacity”, the Supreme Court of
Argentina construed the limits of the appeal for review by a
higher court and determined that the faculty of revision is not
limited to law issues but also to the facts, except for those deri-
ved from the procedural immediacy. The Tribunal established
that this criterion agreed with the right to appeal recognized by
the American Convention on Human Rights —article 8(2)(h)—
and the International Covenant on Civil and Political Rights
—article 14(5)— through their integration into the National
Constitution. The judgment contains three concurring opinions.
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,
ARGENTINA

CAUSA NO. 1681 — 20 DE SEPTIEMBRE DE 2005
CASAL, MATÍAS EUGENIO Y OTRO S/ ROBO SIMPLE

Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la defensa de
Matías Eugenio Casal en la causa Casal, Matías Eugenio y otro
s/ robo simple en grado de tentativa —causa no. 1681—”, para
decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1) Que el Tribunal Oral en lo Criminal no. 5 de la capital fe-

deral condenó, por mayoría, a Matías Eugenio Casal a la pena

de cinco años de prisión, con costas, como coautor penalmente

responsable del delito de robo calificado por el uso de armas

(artículos 29 inciso 3o., 45 y 166, inciso 2o. del Código Penal), a

raíz de lo cual la defensa del nombrado dedujo recurso de casa-

ción, invocando la causal prevista en el artículo 456, inciso 1o.

del Código Procesal Penal de la nación. El rechazo del recurso

interpuesto provocó la presentación de la queja ante la Cámara

Nacional de Casación Penal, la que corriera igual suerte.

Contra dicha resolución se dedujo recurso extraordinario,

cuya denegación motivó la presente queja.

2) Que de las constancias de la causa surge que el Tribunal

Oral tuvo por acreditado, que el 10 de marzo de 2003, aproxi-

madamente a las seis horas, en cercanía del local bailable “Me-

trópolis”, sito en avenida Santa Fe y su intersección con la calle
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Darragueyra, ascendieron a un vehículo de alquiler, Matías

Eugenio Casal y Gastón Pablo Borjas, indicándole al conductor

que los trasladara hasta la avenida Cabildo y Correa y una vez

allí, derecho hasta la calle Plaza. En momentos en que el con-

ductor decide comunicar el destino de su viaje a la central, Ca-

sal que se encontraba sentado detrás lo tomó del cuello con am-

bos brazos y Borjas arrancó el micrófono y le apoyó un arma de

fuego en la cintura. Ante su resistencia, recibió un golpe en la

boca. Al llegar a la calle Correa al 3500, los imputados lograron

la detención del automóvil, retirando las llaves del contacto.

Obligaron al conductor a bajar y Casal lo golpeó con el arma en

la cabeza porque se resistió a que se llevaran los documentos

propios y del automotor. Finalmente, huyeron en el vehículo

con la documentación y poco más de $150 que también le sus-

trajeron.

3) Que la Sala II de la Cámara Nacional de Casación Penal,

al rechazar la queja del impugnante, expresó que la presenta-

ción recursiva, más allá de la forma en que fuera planteada, te-

nía por objeto la modificación de la calificación atribuida al de-

lito, lo que tornaba improcedente la viabilidad del recurso de

queja, “... por cuanto del modo en que los impugnantes han in-

troducido sus agravios, sólo revela su discrepancia con la ma-

nera en que el Tribunal a quo valoró la prueba producida y es-

tructuró la plataforma fáctica... atribución que le es propia y

que resulta ajena...” a la revisión casatoria.

Asimismo agregó que “...corresponde apuntar que resulta im-

procedente en esta instancia provocar un nuevo examen crítico

de los medios probatorios que dan base a la sentencia, toda vez

que el valor de las pruebas no está prefijado y corresponde a la

propia apreciación del tribunal de mérito determinar el grado

de convencimiento que aquéllas puedan producir, quedando

dicho examen excluido de la inspección casacional...”.

4) Que en la presentación federal el recurrente manifestó,

que el representante del Ministerio Público calificó los hechos

probados “como constitutivos de robo simple consumado, que

les atribuyó a los imputados en calidad de coautores...”, criterio

compartido por la doctora Fátima Ruiz López, vocal del tribu-
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nal y argumento fundante del agravio. Que tal decisión se basa

en el hecho de no haberse encontrado el arma que agrava la ca-

lificación, así como en la falta de certeza del informe de la mé-

dica legista en relación con el objeto contundente que produjo

la lesión en la cabeza de Ruiz.

Asimismo agrega que la Cámara Nacional de Casación Pe-

nal, al rechazar el recurso de queja interpuesto, convalidó una

sentencia que, a su juicio, resulta arbitraria, vulnerando su de-

recho de defensa, así como su derecho a la revisión de un fallo

condenatorio ante un tribunal superior, previsto en la normati-

va internacional, incorporada a nuestra Constitución Nacional

en la reforma del año 1994 (artículos 8.2.h, Convención Ameri-

cana sobre Derechos Humanos; 14.5, Pacto Internacional de

Derechos Civiles y Políticos; 75, inciso 22, Constitución Nacio-

nal).

5) Que el recurso extraordinario interpuesto resulta formal-

mente procedente, ya que la sentencia impugnada reviste carác-

ter de definitiva y pone fin al pleito. Que proviene del tribunal

superior de la causa, porque se impugna el pronunciamiento de

la Cámara Nacional de Casación Penal y suscita cuestión fede-

ral suficiente, toda vez que se debate el alcance otorgado al de-

recho del imputado a recurrir la sentencia condenatoria consa-

grada por el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre

Derechos Humanos y el artículo 14.5 del Pacto Internacional

de Derechos Civiles y Políticos, que forman parte de la Consti-

tución Nacional, a partir de su inclusión en el artículo 75, inci-

so 22.

En virtud de lo antedicho, y hallándose cuestionado el alcan-

ce de una garantía de jerarquía de derecho internacional, el

tratamiento resulta pertinente por la vía establecida en el ar-

tículo 14 de la Ley 48, puesto que la omisión en su considera-

ción puede comprometer la responsabilidad del Estado argenti-

no frente al orden jurídico supranacional. Finalmente, existe

relación directa e inmediata entre las normas internacionales

invocadas y el pronunciamiento impugnado, y la decisión es

contraria al derecho federal invocado por el recurrente.
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6) Que, a los efectos de determinar el alcance otorgado por el

tribunal a quo a la garantía en cuestión, resulta indispensable

en primer lugar, precisar cómo se encuentra regulado en el ám-

bito nacional el recurso de casación. En este sentido, el artículo

456 del Código Procesal Penal de la nación, establece que el re-

curso de casación es admisible en el supuesto de “inobservancia

de las normas que este Código establece bajo pena de inadmisi-

bilidad, caducidad o nulidad, siempre que, con excepción de los

casos de nulidad absoluta, el recurrente haya reclamado opor-

tunamente la subsanación del defecto, si era posible, o hecho

protesta de recurrir en casación”.

El alcance de este dispositivo legal es materia de interpreta-

ción y, de ésta, depende la extensión de la materia revisable en

casación. Debe decidirse si la casación es un recurso limitado
conforme a la versión originaria, en la cual tenía por exclusivo

o predominante objetivo la unificación de los criterios jurispru-

denciales (su llamado objetivo político) o bien, si es un recurso

más amplio y, en este último supuesto, en qué medida lo es. Es

decir que debe considerarse, hasta dónde la amplitud de su ma-

teria podría apartarse de la limitada versión originaria sin

afectar la oralidad del plenario, pero dando cumplimiento al re-

quisito constitucional de los artículos 8.2.h de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Interna-

cional de Derechos Civiles y Políticos en función del inciso 22,

del artículo 75 de la Constitución Nacional.

...

21) Que el Código Procesal Penal de la nación siguió el mode-

lo que se había iniciado en Córdoba medio siglo antes, y hasta

1994 era discutible el alcance del inciso 2o. de su artículo 456.

No existía ningún obstáculo constitucional para interpretar

que ese dispositivo legal mantenía el recurso de casación en

forma tradicional u originaria. La cuestión dependía del alcan-

ce que se diese al derecho internacional en el orden jurídico in-

terno. Pero desde 1994, el artículo 8.2.h de la Convención Ame-

ricana sobre Derechos Humanos y el artículo 14.5 del Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos pasaron —sin

duda alguna— a configurar un imperativo constitucional. Es
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claro que un recurso que sólo habilitase la revisión de las cues-
tiones de derecho con el objetivo político único o preponderante

de unificar la interpretación de la ley, violaría lo dispuesto en

estos instrumentos internacionales con vigencia interna, o sea,

que sería violatorio de la Constitución Nacional. Pero también

es claro que en la letra del inciso 2o. del artículo 456 del Código
Procesal Penal de la Nación, nada impide otra interpretación.

Lo único que decide una interpretación restrictiva del alcance

del recurso de casación es la tradición legislativa e histórica de

esta institución en su versión originaria. El texto en sí mismo

admite tanto una interpretación restrictiva como otra amplia:

la resistencia semántica del texto no se altera ni se excede por

esta última. Y más aún: tampoco hoy puede afirmarse que la

interpretación limitada originaria siga vigente en el mundo. La

legislación, la doctrina y la jurisprudencia comparadas mues-

tran en casi todos los países europeos una sana apertura del

recurso de casación hasta abarcar materias que originariamen-

te le eran por completo extrañas, incluso por rechazar la distin-

ción entre cuestiones de hecho y de derecho, tan controvertida

como difícil de sostener.

22) Que la “inobservancia de las normas que este Código es-

tablece bajo pena de inadmisibilidad, caducidad o nulidad”

abarca la inobservancia de las normas que rigen respecto de las

sentencias. El artículo 404 establece que es nula la sentencia a

la que faltare o fuere contradictoria su fundamentación. El ar-

tículo 398 establece que las pruebas deben ser valoradas con-

forme a las reglas de la sana crítica. Una sentencia que no va-

lorase las pruebas conforme a estas reglas o que las aplicase

erróneamente carecería de fundamentación. Por ende, no existe
razón legal ni obstáculo alguno en el texto mismo de la ley pro-
cesal para excluir de la materia de casación el análisis de la apli-
cación de las reglas de la sana crítica en la valoración de las
pruebas en el caso concreto, o sea, para que el tribunal de casa-
ción revise la sentencia para establecer si se aplicaron estas re-
glas y si esta aplicación fue correcta. Si se entendiese de este

modo el texto del inciso 2o. del artículo 456 del Código Procesal

Penal de la Nación, sin forzar en nada su letra y sin apelar a
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una supuesta jurisprudencia progresiva, aun dentro del más

puro método exegético y siguiendo nuestra tradición jurispru-

dencial de acompasamiento a los tiempos del legislador, resul-

taría que la interpretación restrictiva del alcance de la materia

de casación, con la consiguiente exclusión de las llamadas cues-
tiones de hecho y prueba, no sólo resultaría contraria a la ley

constitucional sino a la propia ley procesal. No puede imponer-

se una interpretación restrictiva, basada solo en el nomen juris
del recurso y asignándole la limitación que lo teñía en su ver-

sión napoleónica, pasando por sobre la letra expresa de la ley

argentina y negando un requisito exigido también expresa-

mente por la Constitución Nacional y por sobre la evolución

que el propio recurso ha tenido en la legislación, doctrina y ju-

risprudencia comparadas.

23) Que nada impide que el artículo 456 del Código Procesal

Penal de la Nación sea leído en la forma en que exegéticamente

se impone y que, por ende, esta lectura proporcione un resulta-

do análogo al consagrado en la doctrina y jurisprudencia ale-

manas con la llamada teoría de la Leistungsfähigkeit, que sería

el agotamiento de la capacidad de revisión. Leistung es el resul-
tado de un esfuerzo y Fähigkeit es capacidad —la expresión se

ha traducido también como capacidad de rendimiento—, con lo

cual se quiere significar en esa doctrina que el tribunal de ca-

sación debe agotar el esfuerzo por revisar todo lo que pueda re-
visar, o sea, por agotar la revisión de lo revisable.

24) Que formulada esta teoría, se impone preguntar qué es lo
no revisable. Conforme a lo expuesto, lo único no revisable es lo

que surja directa y únicamente de la inmediación. Esto es así

porque se imponen limitaciones de conocimiento en el plano de

las posibilidades reales y —en el nivel jurídico— porque la pro-

pia Constitución no puede interpretarse en forma contradicto-

ria, o sea, que el principio republicano de gobierno impide en-

tender un dispositivo constitucional como cancelatorio de otro.

En este caso son los textos de la Convención Americana y del

Pacto Internacional que no pueden ser interpretados en forma

contradictoria: en efecto, los artículos 8.5 de la Convención

Americana y 14.1 del Pacto exigen la publicidad del juicio, con
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lo cual están exigiendo la oralidad, que es inseparable condi-

ción de la anterior, y, por ende, no puede entenderse que los ar-

tículos 8.2.h. de la Convención Americana y 14.5 del Pacto im-

pongan un requisito que la cancela. Por ende, debe interpre-

tarse que los artículos 8.2.h de la Convención y 14.5 del Pacto

exigen la revisión de todo aquello que no esté exclusivamente

reservado a quienes hayan estado presentes como jueces en el

juicio oral. Esto es lo único que los jueces de casación no pue-

den valorar, no sólo porque cancelaría el principio de publici-

dad, sino también porque directamente no lo conocen, o sea,

que a su respecto rige un límite real de conocimiento. Se trata

directamente de una limitación fáctica, impuesta por la natura-

leza de las cosas, y que debe apreciarse en cada caso. De allí

que se hable de la Leistung, del rendimiento del máximo de es-
fuerzo revisable que puedan llevar a cabo en cada caso.

25) Que se plantea como objeción, que esta revisión es incom-

patible con el juicio oral, por parte del sector doctrinario que

magnifica lo que es puro producto de la inmediación. Si bien esto

sólo puede establecerse en cada caso, lo cierto es que, en general,

no es mucho lo que presenta la característica de conocimiento

exclusivamente proveniente de la inmediación. Por regla, bue-

na parte de la prueba se halla en la propia causa registrada por

escrito, sea documental o pericial. La principal cuestión, gene-

ralmente, queda limitada a los testigos. De cualquier manera

es controlable por actas lo que éstos deponen. Lo no controlable

es la impresión personal que los testigos pueden causar en el

tribunal, pero de la cual el tribunal debe dar cuenta circuns-

tanciada si pretende que se la tenga como elemento fundante

válido, pues a este respecto también el tribunal de casación

puede revisar criterios; no sería admisible, por ejemplo, que el

tribunal se basase en una mejor o peor impresión que le cause

un testigo por mero prejuicio discriminatorio respecto de su

condición social, de su vestimenta, etcétera.

En modo alguno existe una incompatibilidad entre el juicio

oral y la revisión amplia en casación. Ambos son compatibles

en la medida en que no se quiera magnificar el producto de la

inmediación, es decir, en la medida en que se realiza el máximo
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de esfuerzo revisor, o sea, en que se agote la revisión de lo que de
hecho sea posible revisar.

Rige a su respecto un principio general del derecho: la exigi-

bilidad tiene por límite la posibilidad o, dicho de manera más

clásica, impossibilium nulla obbligatio est. No se les exige a los

jueces de casación que revisen lo que no pueden conocer, sino

que revisen todo lo que puedan conocer, o sea, que su esfuerzo
de revisión agote su capacidad revisora en el caso concreto.

26) Que con el texto del artículo 456 entendido exegética-

mente y en armonía con los artículos 8.2.h de la Convención

Americana y 14.5 del Pacto Internacional, resulta aplicable en

nuestro derecho la teoría que en la doctrina alemana se conoce

como del agotamiento de la capacidad de revisión o de la capa-

cidad de rendimiento (Leistungsfähigkeit), y con ello se abando-

na definitivamente la limitación del recurso de casación a las

llamadas cuestiones de derecho. Al respecto cabe también aco-

tar que la distinción entre cuestiones de hecho y de derecho

siempre ha sido problemática y en definitiva, si bien parece cla-

ra en principio, enfrentada a los casos reales es poco menos que

inoperante, como se ha demostrado largamente en la vieja cla-

sificación del error en el campo del derecho sustantivo. Ello

obedece, en el ámbito procesal, no sólo a que una falsa valora-

ción de los hechos lleva a una incorrecta aplicación del derecho,

sino a que la misma valoración errónea de los hechos depende

de que no se hayan aplicado o se hayan aplicado incorrecta-

mente las reglas jurídicas que se imponen a los jueces para for-

mular esa valoración. O sea, que en cualquier caso puede con-

vertirse una cuestión de hecho en una de derecho y, viceversa,

la inobservancia de una regla procesal —como puede ser el be-

neficio de la duda— puede considerarse como una cuestión de

hecho. Por consiguiente, esta indefinición se traduce, en la

práctica, en que el tribunal de casación, apelando a la vieja re-

gla de que no conoce cuestiones de hecho, quedaría facultado

para conocer lo que considere cuestión de derecho, o de no cono-

cer lo que considere cuestión de hecho. Semejante arbitrarie-

dad contraría abiertamente al bloque constitucional, pues no

responde al principio republicano de gobierno ni mucho menos
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satisface el requisito de la posibilidad de doble defensa o revi-

sabilidad de la sentencia de los artículos 8.2.h de la Convención

Americana y 14.5 del Pacto Internacional.

...

28) Que en función de lo enunciado y, debido a la inteligencia

que corresponde asignar al artículo 456 del Código Procesal Pe-

nal de la nación por imperio de su propia letra y de la Constitu-

ción Nacional (artículos 8.2.h de la Convención Americana y

14.5 del Pacto Internacional en función del artículo 75 inciso 22

de la Constitución Nacional), resulta claro que no pueden apli-

carse al recurso de casación los criterios que esta Corte estable-

ce en materia de arbitrariedad, pues más allá de la relatividad

de la clasificación de los recursos en ordinarios y extraordina-

rios —que en definitiva no tiene mayor relevancia—, es claro

que, satisfecho el requisito de la revisión por un tribunal de

instancia superior mediante el recurso de casación entendido

en sentido amplio, esta Corte se reserva sólo la función de corre-

gir los casos en que resulte una arbitrariedad intolerable al

principio republicano de gobierno. En general, podría sintetizar-

se la diferencia afirmando que, en materia de prueba, la casa-

ción debe entender en todos los casos valorando tanto si se ha
aplicado la sana crítica, como si sus principios se aplicaron co-
rrectamente, en tanto que incumbe a esta Corte entender sólo en

los casos excepcionales en que directamente no se haya aplicado
la sana crítica. No es la Convención Americana la que exige el re-
curso del que conoce esta Corte, sino la propia Constitución Na-
cional. Desde la perspectiva internacional, el conocimiento de la

arbitrariedad por parte de esta Corte es una garantía supleto-

ria que refuerza la garantía de revisión, más allá de la exigen-

cia del propio texto de la Convención.

...

32) Que la interpretación del artículo 456 del Código Proce-

sal Penal de la nación conforme a la teoría del máximo de ren-

dimiento, o sea, exigiendo que el tribunal competente en mate-

ria de casación agote su capacidad revisora conforme a las

posibilidades y particularidades de cada caso, revisando todo lo

que le sea posible revisar, archivando la impracticable distin-
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ción entre cuestiones de hecho y de derecho, constituyéndolo en

custodio de la correcta aplicación racional del método de re-

construcción histórica en el caso concreto, tiene por resultado

un entendimiento de la ley procesal penal vigente acorde con

las exigencias de la Constitución Nacional y que, por otra

parte, es la que impone la jurisprudencia internacional.

Es esta la interpretación que cabe asignar a la conocida opi-

nión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en

la que se indica que “el recurso de casación satisface los reque-

rimientos de la Convención en tanto no se regule, interprete o

aplique con rigor formalista, sino que permita con relativa sen-

cillez al tribunal de casación examinar la validez de la senten-

cia recurrida en general, así como el respeto debido a los dere-

chos fundamentales del imputado” (Informe 24/92 “Costa Rica”,

Derecho a revisión del fallo penal, casos 9328, 9329, 9884,

10.131, 10.193, 10.230, 10.429, 10.469, del 2 de octubre de 1992).

33) Que como se ha visto, no es sólo el artículo 8.2.h de la

Convención Americana el que impone la garantía de revisión.

El artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y

Políticos dispone: “Toda persona declarada culpable de un deli-

to tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le

haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, confor-

me a lo prescrito por la ley”. Ni el Pacto Internacional de Dere-

chos Civiles y Políticos (artículo 14.5) ni la Convención Ameri-

cana sobre Derechos Humanos (artículo 8.2.h) exigen que la

sentencia contenga otras violaciones a derechos humanos, sino

que en cualquier caso exigen la posibilidad de revisión amplia

por medio de un recurso que se supone debe ser eficaz. Cabe re-

cordar a nuestro respecto el caso número 11.086, informe 17/94

de la Comisión Interamericana, conocido como caso Maqueda.

En la especie, con toda razón, la Comisión consideró insuficien-

te la única posibilidad de revisión a través del recurso extraor-

dinario ante esta Corte, dada la limitación y formalidad del re-

curso, lo que llevó a que el Poder Ejecutivo conmutase la pena

del condenado y la Comisión desistiese de la acción, por lo cual

ésta no llegó a conocimiento de la Corte Interamericana. El Co-

mité de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones
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Unidas se pronunció el 20 de julio de 2000 en la comunicación

701/96 declarando que el recurso de casación español, por estar

limitado a las cuestiones legales y de forma, no cumplía con el

requisito del artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos

Civiles y Políticos. Análogo criterio sostuvo el Comité en el caso

M. Sineiro Fernández c/ España (1007/2001), con dictamen del

7 de agosto de 2003. La Comisión Interamericana de Derechos

Humanos parecía sostener que el recurso de casación legislado

en los códigos de la región satisfacía el requisito del artículo

8.2.h de la Convención Americana o, al menos, no se había pro-

nunciado abiertamente en otro sentido. La Corte Interamerica-

na de Derechos Humanos despejó toda duda también en el sis-

tema regional, con su sentencia del 2 de julio de 2004 que, en

consonancia con lo sostenido en los dictámenes del Comité de

Naciones Unidas contra España, consideró que el recurso de

casación previsto en la ley procesal de Costa Rica —cuyo código

es análogo al nuestro en la materia—, por lo menos en la forma

limitada en que operó en el caso que examinó la Corte, no sa-

tisfizo el requisito del artículo 8.2.h de la Convención America-

na. Con cita expresa del Comité de Naciones Unidas contra

España, la Corte Interamericana declaró en el caso “Herrera

Ulloa v. Costa Rica”, ya citado: “La posibilidad de recurrir el fa-

llo debe ser accesible, sin requerir mayores complejidades que

tornen ilusorio este derecho” (párrafo 164). Y añadía: “Indepen-

dientemente de la denominación que se le dé al recurso exis-

tente para recurrir un fallo, lo importante es que dicho recurso

garantice un examen integral de la decisión recurrida” (párrafo

165).

34) Que en síntesis, cabe entender que el artículo 456 del Có-

digo Procesal Penal de la Nación debe entenderse en el sentido

de que habilita a una revisión amplia de la sentencia, todo lo

extensa que sea posible al máximo esfuerzo de revisión de los

jueces de casación, conforme a las posibilidades y constancias

de cada caso particular y sin magnificar las cuestiones reserva-

das a la inmediación, sólo inevitables por imperio de la orali-

dad conforme a la naturaleza de las cosas.
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Dicho entendimiento se impone como resultado de: a) un

análisis exegético del mencionado dispositivo, que en modo al-

guno limita ni impone la reducción del recurso casatorio a cues-

tiones de derecho, b) la imposibilidad práctica de distinguir en-

tre cuestiones de hecho y de derecho, que no pasa de configurar

un ámbito de arbitrariedad selectiva; c) que la interpretación

limitada o amplia de la materia del recurso debe decidirse en

favor de la segunda, por ser ésta la única compatible con lo dis-

puesto por la Constitución Nacional (inciso 22, del artículo 75,

artículos 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-

líticos y 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Hu-

manos); d) ser también la única compatible con el criterio sen-

tado en los dictámenes del Comité de Derechos Humanos de la

Organización de las Naciones Unidas y en sentencia de la Cor-

te Interamericana de Derechos Humanos.

35) Que en el caso en examen, el tribunal a quo rechazó el

recurso de casación, al considerar que, “...por cuanto el modo en

que los impugnantes han introducido sus agravios, sólo revela

su discrepancia con la manera en que el Tribunal a quo valoró

la prueba producida y estructuró la plataforma fáctica... atribu-

ción que le es propia y que resulta ajena”... a la instancia

casatoria. Asimismo agregó que: “...corresponde apuntar que

resulta improcedente en esta instancia provocar un nuevo exa-

men crítico de los medios probatorios que dan base a la senten-

cia, toda vez que el valor de las pruebas no está prefijado y co-

rresponde a la propia apreciación del tribunal de mérito

determinar el grado de convencimiento que aquéllas puedan

producir, quedando dicho examen excluido de la inspección ca-

sacional...”.

...

Consecuentemente, la interpretación del alcance de la mate-

ria revisable por vía del recurso de casación, se contrapone con

la garantía internacional de revisión del fallo condenatorio y

con el texto del artículo 456 del Código Procesal Penal de la na-

ción, que en forma alguna veda la posibilidad de revisión en el

fallo casacional.
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36) Que en tal sentido, el fallo recurrido no sólo no se compa-

dece con lo aquí enunciado, sino que además resulta arbitrario

por carecer de fundamentación y, en tales condiciones, ha de

acogerse favorablemente el recurso sin que ello importe abrir

juicio sobre el fondo del asunto.

Por ello, concordemente con lo dictaminado por el señor pro-

curador general de la nación, se hace lugar a la queja, se decla-

ra procedente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la

resolución recurrida. Hágase saber, acumúlese la queja al prin-

cipal, y vuelvan los autos al tribunal de origen para que se dic-

te nuevo fallo con arreglo a la doctrina aquí expuesta...
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